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Resumen 

El objetivo de este estudio es examinar la efectividad del arbitraje como mecanismo de solución 

de disputas en la contratación pública. Para lograrlo, se examina la legislación y la doctrina jurisprudencial 

del Consejo de Estado relacionadas con este tema. Posteriormente, se lleva a cabo un estudio de casos 

específicos, centrándose en las prácticas de la empresa Ecopetrol durante los últimos cuatro años. La 

finalidad es apreciar la eficiencia del acuerdo arbitral y ofrecer un momento de consideración acerca de su 

implementación y consecuencias en el manejo de litigios contractuales. 

Este estudio se caracteriza por su orientación cualitativa, enfocada en un escrutinio 

detallado del acuerdo arbitral en la contratación pública en Colombia a lo largo del periodo 2020-

2023. La metodología utilizada integra la revisión de documentos y el estudio de casos con el 

propósito de proporcionar una perspectiva comprensiva sobre la eficiencia de este procedimiento 

en la gestión de disputas contractuales. 

Palabras clave: Cláusula compromisoria; contratación estatal; arbitraje; legislación colombiana; 

resolución de conflictos. 
 

 Abstract  

The aim of this study is to examine the effectiveness of arbitration as a mechanism for 

dispute resolution in public procurement. To achieve this, the legislation and the jurisprudential 

doctrine of the Council of State related to this subject are scrutinised. Subsequently, a study of 

specific cases is carried out, focussing on the practices of the company Ecopetrol over the past 

four years. The purpose is to appreciate the efficiency of the arbitration agreement and to offer a 
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moment for reflection on its implementation and outcomes in the management of contractual 

disputes. 

 This study is distinguished by its qualitative approach, centred on a detailed 

examination of the arbitration agreement in public procurement in Colombia throughout the 

period 2020-2023. The methodology employed encompasses a review of documents and case 

studies with the aim of providing a comprehensive perspective on the efficiency of this process in 

the management of contractual disputes.  

Keywords: Compromise Clause; State Contracting; Arbitration; Colombian Legislation; Conflict 
Resolution. 
 

1. Introducción  
 

La contratación estatal en Colombia, como en muchas otras jurisdicciones, está inmersa 

en una constante búsqueda de eficiencia y efectividad en la gestión y resolución de conflictos 

contractuales. Entre los mecanismos diseñados para lograr este propósito, la cláusula 

compromisoria ha adquirido una relevancia significativa, planteando un escenario propicio para 

su evaluación en términos de eficacia, un aspecto vital para la sostenibilidad del sistema de 

contratación pública y la seguridad jurídica. El presente documento enfatiza la relevancia del 

acuerdo arbitral, explorando su capacidad para solucionar disputas en el ámbito de la contratación 

pública en Colombia. 

Desde su inclusión en la legislación colombiana, la cláusula compromisoria ha sido objeto 

de debate y análisis, principalmente en torno a su capacidad de ofrecer una solución efectiva y 

eficiente a las disputas contractuales. La importancia de esta investigación se asienta en la 

imperiosa necesidad de comprender en su totalidad el funcionamiento de este mecanismo y 

distinguir los retos y posibilidades que ofrece para la contratación gubernamental.  

En este contexto, la interrogante que orienta este estudio es: ¿Cuál ha sido la eficacia de la 

cláusula compromisoria en la resolución de conflictos contractuales en la contratación estatal en 

Colombia durante el quinquenio 2020-2023? Esta cuestión se examina con el propósito principal 

de valorar la eficiencia del acuerdo arbitral como método de solución de controversias en los 

contratos del sector público colombiano. 
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Con el fin de lograr una apreciación completa del uso y el impacto del acuerdo arbitral en 

la solución de conflictos en el sector público, se han definido varios objetivos concretos que 

orientarán el análisis. Se realizará una revisión comparativa de la normativa y jurisprudencia 

colombiana con respecto a la cláusula compromisoria, cotejándola con prácticas y estándares 

internacionales, para destacar similitudes y discrepancias clave. Asimismo, se examinarán en 

profundidad los casos representativos de Ecopetrol entre 2020 y 2023, con el fin de evaluar la 

rapidez y efectividad de los procesos arbitrales, y medir el éxito de los resultados obtenidos. El 

estudio también persigue el objetivo de discernir las fortalezas y falencias en el uso del acuerdo 

arbitral y, a partir de ello, proponer recomendaciones tácticas para mejorar su rendimiento. El 

abordaje de estos objetivos facilitará el desarrollo de lineamientos que puedan servir para la 

mejora continua del marco de resolución de conflictos en Colombia, particularmente en 

organizaciones estatales del sector de la energía. 

La atención en el acuerdo arbitral y su análisis trasciende lo puramente académico o 

teórico. Posee una relevancia práctica e inmediata en el perfeccionamiento de los procedimientos 

de contratación pública, afectando positivamente la economía, la administración estatal y la 

confianza en las entidades gubernamentales (Caicedo Bello , 2015). La solución eficaz de 

controversias constituye un soporte fundamental para el robustecimiento de la democracia y la 

estabilidad de las funciones estatales (Rincón Ordóñez , 2016).  

La eficacia de la cláusula compromisoria es un tema que ha adquirido particular 

importancia en el contexto colombiano, dada la evolución del arbitraje como medio preferente 

para la solución de controversias contractuales en la contratación pública (Liñán Cadavid, 2018). 

La investigación se sostiene en el análisis de la normativa vigente, la revisión de la 

jurisprudencia, y la evaluación de la literatura relacionada. 

En el escenario internacional, la práctica de incluir cláusulas compromisorias en los 

contratos estatales ha sido común, y sus resultados han variado significativamente de un país a 

otro. Comparar la experiencia colombiana con los estándares internacionales permite identificar 

brechas y oportunidades de mejora (Namén Baquero, 2023). Los conflictos contractuales en la 

contratación estatal no son un fenómeno exclusivo de Colombia. Sin embargo, el enfoque de este 

estudio en el contexto colombiano ofrece la oportunidad de entender mejor las dinámicas locales 

y proponer soluciones ajustadas a la realidad nacional (Vásquez Santamaría, 2017). 
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Esta investigación se organiza en torno a un enfoque cualitativo, centrado en el examen de 

documentos y el escrutinio de casos prácticos, lo que facilita un acercamiento minucioso y en 

profundidad al tema. La elección de casos abarca un amplio abanico de escenarios, lo cual 

fortalece la solidez de las conclusiones y sugerencias propuestas.  

Por otro lado, la incorporación del acuerdo arbitral en los contratos públicos en Colombia 

manifiesta una iniciativa del Estado para actualizar y optimizar el manejo de litigios 

contractuales. No obstante, este mecanismo enfrenta varios retos, que incluyen desde la falta de 

conocimiento y la reticencia, hasta la dificultad en su puesta en práctica y cumplimiento. 

(Valencia Correa et al., 2022).  

La cláusula compromisoria, en su esencia, busca conferir agilidad a los procedimientos y 

reducir la carga sobre el sistema judicial, proporcionando una vía alternativa de resolución de 

conflictos basada en el arbitraje. Este método se ha consolidado como una opción valiosa para las 

partes involucradas en contrataciones estatales, siempre que su aplicación se realice con los 

estándares adecuados de transparencia y legalidad (Manrique Caro & Muñoz Muñoz, 2023). 

El examen de las decisiones judiciales es esencial para comprender la operativa y la 

exégesis jurídica del acuerdo arbitral en Colombia. Tanto la Corte Suprema de Justicia como el 

Consejo de Estado han establecido precedentes significativos que han ido configurando la 

implementación y la extensión de este mecanismo (Quiroga Castro , 2021). Además, el estudio 

de los casos representativos donde se ha invocado la cláusula compromisoria permite no solo 

evaluar la celeridad y los resultados de los procesos arbitrales, sino también comprender las 

circunstancias y los contextos en los que ha sido más efectiva o ha presentado deficiencias 

(Quiroga Castro , 2021).  

El reconocimiento de los puntos fuertes y los aspectos mejorables del empleo del acuerdo 

arbitral en Colombia es un paso crucial para sugerir optimizaciones. Dicho análisis se sustenta en 

los datos recabados y se enfoca en el desarrollo de sugerencias prácticas destinadas a 

perfeccionar su aplicación en los procesos de contratación pública (Ramírez Troya, 2016). El 

aporte de este estudio se materializa en la propuesta de recomendaciones concretas para 

incrementar la eficacia de la cláusula compromisoria. Estas recomendaciones están dirigidas a los 

actores clave en la contratación estatal: legisladores, funcionarios públicos, contratistas y 

operadores del sistema de justicia (Díaz & Castro, 2024). 
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El compromiso con la mejora continua y la adaptación a los cambios normativos 

internacionales es esencial para garantizar que la cláusula compromisoria mantenga su relevancia 

y eficacia en el dinámico entorno de la contratación pública (Osorio Moreno, 2013). La claridad y 

la responsabilidad son elementos esenciales que deben respaldar la implementación del acuerdo 

arbitral, garantizando que los procedimientos de arbitraje no solo resulten efectivos, sino también 

íntegros y equilibrados (Osorio Moreno, 2013).  

Esta investigación aporta al diálogo tanto teórico como aplicado sobre la efectividad del 

acuerdo arbitral, ofreciendo una visión renovada y enfocada en la realidad colombiana, que puede 

funcionar como un punto de referencia para indagaciones futuras y para la formulación de 

estrategias en la esfera de la política pública (Francs Barrera, 2023). El objetivo de este trabajo es 

impulsar un entendimiento más detallado de los procedimientos de solución de disputas en la 

contratación pública y estimular un intercambio constructivo acerca de las formas en que el 

acuerdo arbitral puede ser perfeccionado y afinado para el provecho del Estado y del conjunto de 

la sociedad (Francs Barrera, 2023). 

Así pues, la investigación expuesta posee una importancia considerable para el ámbito de 

la contratación pública en Colombia. Mediante un escrutinio meticuloso y evaluativo, se pretende 

no únicamente calibrar la eficacia del acuerdo arbitral, sino también aportar al avance de un 

entorno más competente y eficaz para la solución de disputas contractuales en el sector 

gubernamental (Sánchez Lorenzo, 2020). Con la ambición de aportar a la eficiencia de la 

contratación estatal y al fortalecimiento del Estado de derecho en Colombia, este estudio se 

posiciona como un recurso valioso para académicos, legisladores, juristas y profesionales del 

derecho, ofreciendo una visión integral y contextualizada de la cláusula compromisoria y su 

impacto en la resolución de conflictos (Sánchez Lorenzo, 2020). 

2. Materiales y Métodos  
 

El estudio actual se distingue por su metodología cualitativa, enfocada en un análisis 

exhaustivo del acuerdo arbitral dentro de la contratación estatal en Colombia, específicamente en 

la empresa Ecopetrol durante el periodo 2020-2023. Se adoptó una técnica de investigación que 

integra el examen de documentos y estudios de casos específicos, con el objetivo de ofrecer una 
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perspectiva completa sobre la efectividad de este mecanismo en la gestión de disputas 

contractuales.  

Dentro de este contexto, el enfoque cualitativo es una metodología de investigación que se 

centra en entender fenómenos según las perspectivas de los participantes y en el contexto donde 

ocurren. Es decir, busca comprender en profundidad las razones, opiniones y motivaciones que 

subyacen a las acciones y comportamientos humanos. Según Denzin & Lincoln, (2011), la 

investigación cualitativa está orientada a interpretar la complejidad de diversos fenómenos 

sociales, poniendo énfasis en la calidad, el significado y la profundidad del objeto de estudio. 

Así mismo, el tipo de estudio es descriptivo y analítico, enfocado en evaluar la aplicación 

y resultados de la cláusula compromisoria en el contexto específico de la contratación pública en 

Colombia. La población de estudio comprende una serie de contratos estatales que incluyen la 

cláusula compromisoria y que han sido parte de procesos de arbitraje en el período establecido. 

El tamaño de la muestra fue determinado tras un exhaustivo proceso de revisión de los 

contratos y procesos arbitrales disponibles, seleccionando aquellos casos que proporcionaban 

información significativa para el objetivo de la investigación. Se utilizó un muestreo no 

probabilístico de tipo intencional, escogiendo los casos más representativos y relevantes en 

cuanto a su impacto y las lecciones aprendidas. 

Las herramientas utilizadas para la recopilación de datos abarcaron el estudio de 

materiales legales, incluyendo normativas, fallos judiciales y archivos de procedimientos 

arbitrales. Asimismo, se examinaron reportes gubernamentales, trabajos académicos anteriores y 

se recurrió a bases de datos relevantes para adquirir información minuciosa de cada caso en 

cuestión.  

En la fase de procesamiento y examen de la información se utilizaron métodos de análisis 

de contenido que facilitaron la detección de tendencias, la interpretación de significados y la 

construcción de conocimiento acerca de la operatividad y eficacia del acuerdo arbitral. Este 

enfoque cualitativo se enriqueció mediante el uso de programas informáticos diseñados para el 

análisis de datos cualitativos, lo que ayudó en la organización, categorización y cotejo de la 

información obtenida.  
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3. Resultados   
 

Esta sección está consagrada a la exposición y discusión de los resultados de la 

investigación sobre el uso del acuerdo arbitral en los contratos públicos en Colombia. 

Inicialmente, se revelarán los descubrimientos relacionados con la legislación y la jurisprudencia 

colombianas que afectan al acuerdo en cuestión, contrastándolos con los patrones internacionales 

para determinar su grado de concordancia y posibles discrepancias. La importancia de este 

análisis estriba en su aptitud para evaluar la consonancia del entorno jurídico colombiano con las 

costumbres internacionales y su capacidad de ajuste a escenarios transfronterizos.  

En el siguiente apartado, se efectuará un escrutinio minucioso de una selección de casos 

emblemáticos de Ecopetrol durante el período 2020-2023, en los cuales se ha hecho uso de la 

cláusula compromisoria. El objetivo central de este análisis pormenorizado es valorar los 

resultados alcanzados y la rapidez de los procedimientos arbitrales. Con ello, proporcionaremos 

un enfoque empírico de gran valor que aportará de manera notable al entendimiento de la 

eficiencia del arbitraje como herramienta para la solución de controversias en el ámbito público. 

Mediante esta evaluación, se pretende subrayar la importancia que ha tenido el acuerdo arbitral 

en las disputas de Ecopetrol, centrándonos en cómo este mecanismo ha impactado en la agilidad 

y efectividad de las decisiones arbitrales en el lapso señalado.  

Para concluir, se discernirán los puntos fuertes y las limitaciones asociadas con la 

aplicación de la cláusula compromisoria en Colombia. A raíz de este discernimiento, se 

propondrán directrices estratégicas orientadas a perfeccionar su implementación y eficiencia. Se 

aspira a que estas directrices resulten provechosas para los participantes en la contratación 

pública, además de los responsables de la creación de políticas y legisladores interesados en la 

mejora de los procedimientos de resolución de conflictos contractuales en el país.  

La metodología empleada en esta investigación posibilita una interpretación minuciosa de 

los datos, asegurando que las conclusiones y recomendaciones emanen de una base de evidencia 

robusta y tengan una importancia capital para el reforzamiento del sistema de contratación 

pública en Colombia y la práctica de arbitraje relacionada. Así pues, se pretende aportar al 

discurso teórico y aplicado sobre el acuerdo arbitral, y proveer un instrumento de utilidad para el 

mejoramiento constante en la administración de los contratos del Estado y la solución de 

controversias en el país.  
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3.1 Análisis de la Normatividad y Jurisprudencia Colombiana Respecto a la Cláusula 

Compromisoria en Contratos Estatales y su Alineación con Estándares 

Internacionales 
 

El ordenamiento legal de Colombia, en particular el artículo 117 del Decreto 1818 de 

1998, estipula una descripción formal del pacto arbitral, concebido como el acuerdo por el cual 

las partes deciden que sus controversias sean dirimidas por árbitros privados, en sustitución de 

acudir a la jurisdicción ordinaria. Dicho instrumento jurídico, que es aplicable a disputas 

susceptibles de conciliación, se presenta bajo dos formas primordiales: la cláusula compromisoria 

y el compromiso (Decreto 1818, 1998). 

La cláusula compromisoria es un acuerdo previo, incorporado en un contrato o documento 

conexo, por medio del cual los contratantes establecen que cualquier disputa emergente será 

sometida a arbitraje. Este acuerdo se realiza de manera anticipada, antes del surgimiento de 

cualquier controversia entre las partes. Por su naturaleza proactiva, la cláusula compromisoria 

refleja una apuesta por la previsión y la seguridad jurídica en las relaciones contractuales 

(Decreto 1818, 1998).  

Por otro lado, el compromiso arbitral se configura cuando ya ha surgido un conflicto entre 

las partes. Este acuerdo puede ser independiente o estar relacionado con un proceso judicial en 

curso y busca que la resolución de la disputa se transfiera de la jurisdicción ordinaria a un 

tribunal de arbitramento designado por las propias partes (Consejo de Estado, Sentencia 1803, 

2012).  

Respecto a la solemnidad exigida para la formalización del pacto arbitral, es esencial que 

el acuerdo se plasme de manera explícita, con la delimitación de sus condiciones fundamentales. 

Este imperativo de formalización puede satisfacerse mediante diversos documentos, no 

obligatoriamente en un único soporte, lo que aporta cierta flexibilidad en la práctica contractual. 

Sin embargo, en materia de contratación estatal, la solemnidad se limita a documentos escritos, 

conforme a la naturaleza contractual del pacto arbitral y las formalidades estipuladas por los 

artículos 39 y 41 de la Ley 80, que rigen la formación y consumación de los contratos estatales. 

Esta particularidad acentúa la trascendencia de una documentación apropiada y la observancia de 

los estándares de formalidad en el sector público (Ley 80, 1993). 
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La jurisprudencia de Colombia, que incluye decisiones del Consejo de Estado y conceptos 

de la Sala de Consulta y Servicio Civil, ha enfatizado de forma constante la validez y el 

significado del pacto arbitral, afirmando su utilidad en la resolución de litigios y su coherencia 

con el sistema legal del país. Estas determinaciones judiciales y teóricas han favorecido la 

consolidación del arbitraje como una alternativa viable para la solución de disputas y han 

especificado los contornos dentro de los cuales deben funcionar la cláusula compromisoria y el 

compromiso, garantizando su implementación efectiva y acorde a la normativa vigente (Consejo 

de Estado, Sentencia 1803, 2012).  

La incorporación de estas variantes de pacto arbitral en Colombia manifiesta un 

compromiso con el desenlace eficaz y especializado de controversias, ofreciendo a las partes un 

control ampliado sobre el procedimiento de resolución de sus conflictos y fortaleciendo el 

principio de la autonomía de la voluntad en el contexto contractual.  

Considerando lo expuesto, es importante enfatizar que la apreciación del carácter del 

pacto arbitral se robustece mediante el análisis de la normativa y la doctrina relevantes en 

Colombia. Estas fuentes formales, que comprenden la Ley 1563 de 2012, la Constitución Política 

de 1991 y la Ley 446 de 1998, proporcionan un esquema jurídico minucioso que trata tanto la 

esencia como las consecuencias del pacto arbitral (Ley 1563, 2012); (Constitución Política de 

Colombia [C.P.]. 1991); (Ley 446, 1998).  

Asimismo, la Ley 1563 de 2012, específicamente en sus artículos 3 y 21, delinea de 

manera precisa los límites jurídicos y los requerimientos que regulan la ejecución y la validez del 

pacto arbitral. Por otro lado, la Constitución Política, en su artículo 116, junto con el artículo 111 

de la Ley 446 de 1998, sostienen el armazón legal que faculta a las partes para transferir la 

competencia de la jurisdicción ordinaria a la jurisdicción arbitral.  

De este modo, las disposiciones concretas y la doctrina sentada por el Consejo de Estado 

proporcionan una interpretación autorizada acerca de la solemnidad y la formalidad que debe 

revestir el pacto arbitral. A través de sus sentencias y conceptos, el Consejo de Estado ha 

enfatizado que la formalización documental del pacto no es meramente una mera formalidad, 

sino un requisito esencial que define la validez y efectividad del acuerdo de someter litigios a la 

jurisdicción arbitral. 
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La legislación actual, reforzada por las sentencias del Consejo de Estado, enfatiza que el 

pacto arbitral no se presume, sino que constituye una expresión explícita de la voluntad de las 

partes, y debe ser formulado de manera inequívoca y formal. Esto garantiza la claridad en los 

términos y la intención de las partes, ofreciendo un fundamento firme para la labor de los árbitros 

y la solución de disputas en una forma que honre la autonomía privada y el orden público 

(Consejo de Estado, Sentencia 17859, 2013).  

El escrutinio pormenorizado de la normativa y jurisprudencia colombianas ilumina el 

manejo de la cláusula compromisoria en los contratos estatales y su alineación con los estándares 

internacionales. Para una indagación cabal, se han examinado y cotejado legislaciones nacionales 

y fallos judiciales pertinentes, comparándolos con los regímenes y prácticas internacionales en 

arbitraje. La tabla que se presenta a continuación resume los principales dispositivos normativos 

y fallos judiciales estudiados, resaltando su contenido y el nivel de consonancia con los 

estándares reconocidos globalmente.  

TABLA 1. GRADO DE ALINEACIÓN CON LOS ESTÁNDARES RECONOCIDOS A NIVEL MUNDIAL. 

Normativa/Jurisprude

ncia 

Contenido y Alcance Alineación con 

Estándares 

Internacionales 

Observaciones 

Relevantes 

Ley 1563 de 2012 Estatuto de Arbitraje 

Nacional e 

Internacional, que 

incorpora la Ley 

Modelo UNCITRAL 

sobre Arbitraje 

Comercial Internacional 

y regula detalladamente 

la cláusula 

compromisoria en el 

arbitraje. 

Alta Refleja un esfuerzo por 

adoptar estándares 

globales, aunque con 

particularidades propias 

del ordenamiento 

jurídico colombiano. 

Código General del 

Proceso (Ley 1564 de 

2012) 

Establece 

procedimientos para el 

arbitraje y la ejecución 

de laudos arbitrales, 

Media Aunque alineado en 

gran medida, presenta 

ciertas restricciones en 

el ámbito estatal que no 
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incluyendo aquellos 

derivados de cláusulas 

compromisorias en 

contratos estatales. 

se observan en el 

ámbito internacional. 

Sentencia C-893 de 

2001 - Corte 

Constitucional 

Confirma la 

constitucionalidad de la 

cláusula 

compromisoria, 

siempre que no se 

afecten derechos 

fundamentales ni el 

interés público. 

Alta Reafirma la validez de 

las cláusulas 

compromisorias y su 

concordancia con 

prácticas 

internacionales, 

respetando los límites 

impuestos por la 

Constitución. 

Sentencia C-347 de 

1997 - Corte 

Constitucional 

Establece la posibilidad 

de que la 

administración pública 

se someta al arbitraje 

bajo ciertas 

condiciones, 

reconociendo la 

autonomía de la 

voluntad en el ámbito 

contractual estatal. 

Alta Esta sentencia fue 

pionera en el 

reconocimiento de la 

cláusula compromisoria 

en el derecho público 

colombiano, inspirada 

en principios de 

derecho internacional. 

Decreto 1829 de 2013 Reglamenta aspectos 

específicos del arbitraje 

nacional e 

internacional, 

incluyendo 

disposiciones sobre la 

cláusula 

compromisoria. 

Media Si bien busca detallar la 

aplicación de la Ley 

1563, introduce 

restricciones no 

presentes en modelos 

internacionales. 

Sentencias del Consejo 

de Estado: 1803 de 

2012; 64409 de 2021; 

Varias sentencias han 

abordado la 

interpretación y 

Media Las decisiones reflejan 

un esfuerzo de 

adaptación a estándares 
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17859 de 2013 

(unificación)  

aplicación de la 

cláusula 

compromisoria, 

delimitando su uso en 

el contexto de la 

contratación estatal. 

internacionales, pero 

también muestran una 

tendencia a la 

protección del orden 

jurídico interno. 

Fuente: elaboración propia.  

El examen de la legislación y las decisiones judiciales evidencia que Colombia ha 

progresado notablemente en la incorporación de los estándares internacionales respecto al 

arbitraje comercial y la contratación pública. La Ley 1563 de 2012 es una evidencia palpable de 

esta sincronización; no obstante, la implementación concreta de dicha ley, mediante la 

jurisprudencia y los decretos que la reglamentan, ha revelado cierta reluctancia a someterse 

completamente a los mecanismos arbitrales, en particular cuando se considera que están en riesgo 

intereses públicos de alta importancia.  

Las determinaciones de la Corte Constitucional han sido determinantes para garantizar 

que la inclusión de la cláusula compromisoria en los contratos estatales no solo atienda a los 

criterios de validez constitucional, sino que además acate los principios esenciales del derecho 

internacional. A pesar de que los veredictos del Consejo de Estado han evidenciado un 

alineamiento parcial, también han subrayado la imperiosa necesidad de preservar el interés 

público y la legalidad de los trámites administrativos.  

Es evidente que el balance entre la normativa y práctica colombiana y los estándares 

internacionales en materia de cláusula compromisoria en contratos estatales es un proceso en 

evolución. La jurisprudencia, en particular, refleja un diálogo constante entre la necesidad de 

adaptación a prácticas globales y el mantenimiento de la soberanía jurídica nacional. 

En este contexto, Colombia demuestra un empeño por armonizar su sistema de arbitraje 

con los estándares internacionales, aunque continúa encarando retos en cuanto a la aplicación 

homogénea y la aceptación amplia de estas prácticas en el ámbito de la contratación estatal. La 

constante evolución de la jurisprudencia y las eventuales reformas a la normativa existente 

jugarán un papel crucial en la afirmación de este proceso de alineamiento. 
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3.2  Naturaleza Juridica de Ecopetrol y su Marco Jurídico de Contratación  
 

La selección de Ecopetrol como foco de este análisis no es fortuita; se justifica por su 

destacada y doble naturaleza jurídica, desempeñándose tanto como una empresa de carácter 

estatal como una sociedad cotizada en mercado bursátil. Esta dualidad distintiva le otorga un 

papel estratégico en el contexto de la contratación pública y en la implementación de mecanismos 

alternativos de resolución de controversias, tal como la cláusula compromisoria. La influencia 

significativa de Ecopetrol en la economía colombiana, junto con su papel central en el entorno 

jurídico-corporativo, hace de su análisis un caso imprescindible para comprender cómo las 

estructuras legales y contractuales impactan y configuran la solución de disputas (Ochoa Bernal 

& Jaramillo Granada, 2021).  

Resulta de particular interés que, en el período comprendido entre 2020 y 2023, se hayan 

identificado únicamente dos casos en los que se aplicó la cláusula compromisoria dentro de la 

vasta cantidad de contratos suscritos por Ecopetrol. Esta observación pone en relieve la necesidad 

de indagar en las causas de dicha infrecuencia y su correlación con la efectividad del arbitraje 

como método de resolución de disputas en el contexto de la contratación estatal. El escaso 

recurso a esta herramienta invita a cuestionar si su implementación se está llevando a cabo de 

manera adecuada y cuál es el impacto real en la agilización y eficacia en la solución de 

controversias contractuales (Chalá Hernández , 2019).  

Este análisis adquiere una dimensión cualitativa relevante, al procurar un examen 

exhaustivo de la cláusula compromisoria y su aplicación práctica en el marco jurídico que rige a 

Ecopetrol. La metodología empleada se sustenta en un análisis documental detallado y un estudio 

de casos, que en conjunto buscan proporcionar una visión integral y crítica de la eficacia de este 

mecanismo en la solución de conflictos inherentes a la contratación estatal en Colombia (Carvajal 

Madrid , 2018). En consecuencia, este trabajo contribuye significativamente al entendimiento de 

las dinámicas jurídicas contemporáneas en la intersección del derecho público y privado.  

3.2.1 Naturaleza Jurídica 
 

Conforme a la legislación vigente, específicamente la Ley 1118 de 2006 en su artículo 1, 

Ecopetrol se clasifica como una sociedad de economía mixta de índole comercial. Esta definición 

conlleva que Ecopetrol, en la ejecución de sus actividades mercantiles, se rige por las normas del 
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derecho privado, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 461 del Código de Comercio, que 

señala que tales entidades se acogen a las regulaciones del derecho privado y caen bajo la 

competencia de la jurisdicción ordinaria. En la práctica de sus negocios, Ecopetrol desempeña sus 

funciones con las facultades de una entidad privada, lo cual incluye la custodia de sus 

procedimientos internos amparados por los derechos de propiedad intelectual que la empresa 

mantiene, y que constituyen un componente esencial de su Sistema de Gestión de Calidad (Ley 

1118,  2006); (Decreto 410, 1971).  

3.2.2 Marco Jurídico de Contratación  
 

Dentro del contexto empresarial de Ecopetrol, la contratación constituye un componente 

esencial y se administra de conformidad con una serie de normas legales, lineamientos éticos y 

directrices internas. Estos elementos están diseñados para asegurar la claridad, eficacia y 

conformidad legal en el proceso de adquisición de bienes y servicios que son vitales para el 

funcionamiento de la empresa. Como entidad de economía mixta con enfoque comercial, 

Ecopetrol se adhiere al marco del derecho privado; no obstante, dada su singularidad jurídica y su 

posición en el sector clave de los hidrocarburos en Colombia, también está sujeta a un conjunto 

de regulaciones específicas que supervisan su comportamiento en materia de contratación 

(Acosta Patiño & Tavera Agudelo, 2014).  

En este marco, las operaciones legales llevadas a cabo por Ecopetrol S.A. se encuentran 

regidas por las reglamentaciones pertinentes al derecho comercial y civil, conforme a su actual 

esquema normativo para contrataciones. Dicho esquema debe seguirse de manera rigurosa y solo 

puede ser alterado o desestimado en casos donde las leyes vigentes lo dispongan o lo permitan 

expresamente. 

Según lo establecido en el artículo 6 de la Ley 1118 de 2006, Ecopetrol S.A., en su 

calidad de sociedad de economía mixta, conduce sus asuntos legales, acuerdos y transacciones 

necesarias para la gestión y el avance de sus objetivos corporativos, estrictamente bajo las 

disposiciones del derecho privado. Esta directriz prevalece sin importar el nivel de inversión del 

Estado en el capital de la entidad. El Manual de Contratación de Ecopetrol S.A. se ha diseñado 

teniendo en cuenta que la compañía se somete al derecho privado, así como a las normas que 

rigen la competencia y las actividades de otros participantes en el mercado energético, con el fin 
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de promover la equidad y la competitividad, alineándose con la normativa aplicable y los 

reglamentos internos de la empresa.  

Ecopetrol S.A. puede estipular la aplicación de derecho extranjero en sus contratos, 

siempre que se adhiera a los requisitos legales establecidos y siga las directrices proporcionadas 

tanto por las autoridades competentes como por la propia Ecopetrol S.A.  

Durante su proceso de adquisición de bienes y servicios, Ecopetrol S.A. se acoge a las 

normas sobre inhabilidades e incompatibilidades, así como a los principios de la función 

administrativa y gestión fiscal, según su régimen legal especial. Esto está en concordancia con las 

disposiciones de los artículos 13 y 14 de la Ley 1150 de 2007, la Ley 1474 de 2011 (en particular 

su artículo 93), la Ley 2195 de 2022 y cualquier otra legislación que las reemplace o modifique. 

Asimismo, Ecopetrol S.A. se dedica a la estandarización de sus documentos, la utilización de 

formatos estándar o de modalidades apropiadas, conforme a las mejores prácticas a nivel nacional 

e internacional para la provisión de bienes y servicios.  

Además, la compañía se adhiere a los lineamientos establecidos en el Código de Buen 

Gobierno, el Código de Ética y Conducta de Ecopetrol y los Estatutos Sociales. La 

implementación de los procesos detallados en el Manual de Contratación toma en consideración 

diversos roles clave, como son: el funcionario Solicitante, el funcionario Autorizado, el 

Profesional de Seguimiento de Contrato, así como aspectos esenciales como la Gestión de 

Riesgos, la Matriz de Posicionamiento de Aprovisionamiento, el Plan de Abastecimiento Integral 

(PAI) y el Sistema de Información para la Gestión del Proceso de Abastecimiento (SIPROE). 

Estos elementos se integran dentro del Modelo Operativo del Proceso de Gestión de 

Abastecimiento. Para consultar más detalles o informarse sobre otros aspectos del marco jurídico 

de Ecopetrol, se puede visitar el siguiente enlace: Normativa y Documentos de Ecopetrol. Aquí 

se ofrece acceso directo a la normativa aplicable y demás documentación relevante. 

3.3 Estudio de Casos Representativos de Ecopetrol en los años 2020 a 2023 Donde se ha 

Invocado la Cláusula Compromisoria, Evaluando los Resultados y la Celeridad de 

los Procesos Arbitrales 

En el paisaje contemporáneo de la resolución de conflictos, el arbitraje se ha consolidado 

como un mecanismo preferente, especialmente en el sector público, donde la eficiencia y la 

efectividad son de suma importancia. La cláusula compromisoria, un elemento central en los 
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contratos de arbitraje, permite a las partes acordar de antemano la solución de sus disputas a 

través de este mecanismo extrajudicial. Su aplicación, especialmente en empresas estatales, es 

reflejo de una búsqueda constante por procesos más ágiles y resultados más justos. En este 

contexto, la empresa colombiana Ecopetrol, líder en la industria de hidrocarburos, se presenta 

como un caso emblemático para el estudio de la cláusula compromisoria, dada su relevancia 

económica y su frecuente recurso al arbitraje. 

Para comprender mejor las dinámicas del arbitraje en el sector público y su influencia en 

la resolución de disputas, se ha realizado un análisis detallado sobre Ecopetrol, enfocándose en 

los incidentes entre 2020 y 2023 en los que se activó la cláusula compromisoria. Este intervalo, 

destacado por sus desafíos legales y económicos, proporciona un escenario propicio para el 

examen del arbitraje en práctica. La revisión de estos incidentes no solo esclarecerá las 

características de eficiencia y los veredictos de los procedimientos arbitrales, sino que también 

ofrecerá una perspectiva profunda sobre la aplicación de la cláusula compromisoria y las 

consecuencias de su empleo en la resolución de litigios en una entidad de gran magnitud. 

3.3.1 Ecopetrol S.A Contra Chevron Petroleum Company Sucursal Colombia (2020)  
 

Se expone el fallo del tribunal arbitral del caso entre Ecopetrol S.A. y Chevron Petroleum 

Company Sucursal Colombia, con fecha del 23 de noviembre de 2020 en Bogotá D.C., donde se 

exponen los resultados específicos emanados del proceso arbitral. Esta sección esencial resume 

las determinaciones a las que llegó el Tribunal de Arbitraje tras una evaluación minuciosa de los 

hechos, las alegaciones jurídicas planteadas y las evidencias suministradas por las partes 

involucradas en el litigio (Tribunal de Arbitraje Laudo Arbitral Nro. 15528., 2020).  

En el caso de Ecopetrol S.A contra Chevron, el laudo arbitral fue determinante para 

resolver una disputa de significativa complejidad técnica y económica. Los hechos del caso 

giraron en torno a desacuerdos contractuales sobre la explotación de recursos hidrocarburos y la 

interpretación de cláusulas relacionadas con la participación en beneficios y cargas tributarias. 

Los elementos clave del laudo incluyeron una interpretación detallada de los términos 

contractuales, la evaluación de pruebas técnicas y financieras, y la aplicación del derecho 

colombiano e internacional pertinente. La solución alcanzada estuvo basada en un equilibrio de 

los intereses de ambas partes, reflejando un compromiso entre la compensación económica y la 

continuidad de las operaciones conjuntas. 
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El laudo resultó en una decisión que no solo abordó las cuestiones inmediatas entre las 

partes, sino que también estableció un precedente importante para futuras negociaciones y 

contratos de Ecopetrol. Se ordenó una compensación ajustada a Ecopetrol, junto con un esquema 

de operaciones revisado que aseguró una gestión más transparente y equitativa de los recursos 

petroleros involucrados. Además, se incluyeron recomendaciones para mejorar la claridad y la 

ejecución de las cláusulas contractuales, con el objetivo de minimizar conflictos similares en el 

futuro. La celeridad del proceso arbitral fue destacada como un factor positivo, contribuyendo a 

una resolución efectiva sin prolongados periodos de incertidumbre económica o legal para ambas 

entidades. 

El 31 de mayo de 1974 representa una fecha clave para las partes concernientes, ya que en 

este día se formalizó el Contrato de Asociación Guajira A, creando un entorno de colaboración y 

compromiso duradero. La incorporación de una cláusula compromisoria en el contrato original 

refleja la anticipación de las partes para resolver de manera ordenada y extrajudicial cualquier 

controversia que apareciera en el futuro. Casi treinta años después, el 15 de diciembre de 2003, 

este pacto inicial fue perfeccionado y robustecido a través de la cláusula 17 del Otrosí No. 2, no 

solo revalidando la confianza en el arbitraje sino también modernizando los términos de su 

ejecución, detalle que se encuentra en el folio 89 del Cuaderno de Pruebas No. 1. Esta 

modificación enfatiza el propósito sostenido de las partes de mantener un método de resolución 

de conflictos apreciado por su agilidad y su habilidad para entregar resoluciones especializadas y 

obligatorias al margen del sistema de justicia convencional.  

La cláusula 14 del contrato entre las entidades establece un acuerdo recíproco y justo 

respecto a la distribución de activos valiosos, indicando que el petróleo y el gas producidos en el 

campo serán compartidos equitativamente, con un reparto del 50% para cada una de las partes. 

Esta disposición equitativa no se limita a la extracción de recursos naturales, sino que también se 

aplica a los ingresos generados por la comercialización de estos hidrocarburos en el mercado 

local, preservando la misma proporción de distribución. Este arreglo demuestra un espíritu de 

colaboración y reparto equitativo de beneficios y recursos, reconociendo la igual contribución e 

inversión conjunta de las partes en el desarrollo del yacimiento petrolífero, reflejando así una 

asociación estratégica balanceada y orientada al beneficio mutuo a largo plazo.  
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La rúbrica del Otrosí No. 1 al Contrato de Asociación Guajira Área A por las partes 

constituye un evento trascendental en la trayectoria de su relación contractual y la ampliación de 

sus esfuerzos conjuntos. Con la firma de este acuerdo el 5 de mayo de 1995, las partes expresan 

su deseo de intensificar la colaboración mediante el contrato BOMT (Built - Own, Operate, 

Maintenance and Transfer). Este movimiento señala una estrategia dirigida al desarrollo del 

Proyecto Chuchupa B, evidenciando una visión común de establecer operaciones a largo plazo 

con un enfoque de ciclo completo que engloba la construcción, posesión, gestión, mantenimiento 

y la transferencia final del proyecto. El convenio BOMT resalta un enfoque decidido de las partes 

hacia la eficacia operativa y una gestión exitosa del proyecto, garantizando que todos los aspectos 

técnicos, económicos y de infraestructura sean abordados con la mira puesta en una transición 

suave a futuro. Esto refleja una planificación detallada y una confianza recíproca en la alianza. 

También, el 15 de diciembre de 2003, marcó otra fase clave en la colaboración entre las 

partes con la firma del Otrosí No. 2, que tuvo como propósito primordial extender la duración del 

Contrato de Asociación. Esta acción no fue meramente administrativa, sino que simbolizó la 

confianza y satisfacción continua entre las partes respecto a los términos y rendimientos del 

acuerdo existente. La extensión de la vigencia del contrato es testimonio de una relación 

comercial fructífera y estable, señalando que ambas partes valoraban la alianza y anticipaban 

beneficios adicionales al prolongar su compromiso. Este paso también sugiere que los resultados 

obtenidos hasta la fecha habían cumplido o superado las expectativas, incentivando a las partes a 

mantener su asociación en el tiempo, más allá del horizonte originalmente contemplado, lo que 

refleja una visión compartida a largo plazo y la intención de seguir capitalizando en la sinergia 

creada. 

En el marco del Otrosí No. 2, las partes llevaron a cabo modificaciones importantes en las 

cuotas de participación en la producción, según lo establecido en la cláusula 5 del acuerdo. Esto 

muestra una dinámica de negociación constante y la capacidad de adaptarse a situaciones 

cambiantes o a una reevaluación de los términos inicialmente pactados. Con la firma del Otrosí 

No. 3, el 4 de abril de 2005, se puso de manifiesto el interés de Ecopetrol en asegurar una mayor 

ganancia económica bajo condiciones de precios altos del gas, señalando una táctica dirigida a 

aprovechar las oscilaciones del mercado energético. 

 



19 
 

Este enfoque se detalló aún más el 4 de octubre de 2006 con el Documento Operativo No. 

1, que buscaba hacer efectiva la cláusula de Precios Altos y definir una metodología específica 

para el cálculo y pago de los ingresos adicionales. Sin embargo, en 2009 surgieron discrepancias 

notables entre las partes respecto a la interpretación y aplicación de la cláusula de Mayores 

Ingresos. Esto condujo a Ecopetrol a pedir ajustes al Documento Operativo a Chevron, lo que 

marcó un momento de fricción y diálogo en la relación contractual. Este episodio subraya la 

necesidad de claridad y acuerdo mutuo en la gestión de convenios complejos y con un alto valor 

económico.  

Dado que los hidrocarburos son activos de dominio estatal, la Cláusula de Precios Altos, 

incorporada estratégicamente en el Otrosí No. 3, fue concebida para asegurar que Ecopetrol, 

como representante de los intereses del estado, obtuviera un beneficio considerable de la 

prolongación del Contrato de Asociación Guajira Área A. Según la interpretación de Ecopetrol, 

esta cláusula estaba destinada a otorgarle a la empresa una parte del aumento en los ingresos 

resultantes de las ventas de gas efectuadas por Chevron a precios que excedieran el límite 

definido de 1.26/MBTU. Esta medida está diseñada para captar el valor adicional surgido de un 

mercado favorable y redistribuir esos ingresos de forma justa, alineada con los términos 

ampliados del contrato. 

Asimismo, la implementación del Acuerdo Operativo de Balance (PBAs), firmado el 20 

de julio de 2005 entre las partes, destaca la versatilidad y el objetivo de mantener una distribución 

proporcional equilibrada. Este acuerdo permite que una parte administre la participación de la 

otra si esta última no está en capacidad de hacerlo, siguiendo procedimientos previamente 

acordados, con el fin de mantener la integridad y la equidad del convenio original.  

A través de la demanda reformada, se plantea que las partes acordaron definir como 

"mayor ingreso de Chevron" aquel que proviene de las ventas de gas ejecutadas por Chevron a un 

precio superior a 1.26 MBTU, aplicable únicamente al volumen asignado a Chevron según el 

Otrosí No. 2, y que dicha medición debía ser verificada por el Ministerio de Minas y Energía, a 

través de la ANH. La metodología para aplicar el Documento Operativo, según lo reformulado, 

debía comenzar con la revisión de las facturas emitidas por Chevron a sus clientes, seguida de la 

supervisión por parte del Auditor del Contrato de Asociación, con el fin de dar cumplimiento al 

Otrosí No. 3. Sin embargo, Ecopetrol sostiene que Chevron no ha cumplido con la Cláusula de 
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Precios Altos conforme a lo establecido, omitiendo la consideración de documentos contractuales 

previos y los Acuerdos Operativos de Balance (PBAs y OBAs). La demandante arguye que 

Chevron ha interpretado y aplicado incorrectamente el Otrosí No. 3 y el Documento Operativo al 

no ajustar por desbalances a través del PBA en el curso de la ejecución contractual y al incluir en 

el cálculo del Precio de Participación en la Producción (PPR) volúmenes de gas que no le 

pertenecen, lo que sugiere un desacuerdo significativo sobre la interpretación y la 

implementación de los términos contractuales y las consecuencias de los mismos.  

Ecopetrol percibe que la práctica de Chevron ha tergiversado el cálculo del valor neto de 

las ventas de gas al no seguir cabalmente lo estipulado en el Otrosí No. 3 y el Documento 

Operativo. La compañía estadounidense ha descontado tanto los costos por la compra de gas a 

Ecopetrol como los ingresos por la venta de gas a la misma, una maniobra que Ecopetrol 

considera que no está respaldada por los acuerdos vigentes. Esto resultó en la declaración de un 

Valor de Realización (VR) artificialmente bajo entre 2005 y 2014, y la omisión de ingresos 

significativos en el cálculo a partir de 2015, distorsionando la verdadera magnitud de los ingresos 

sujetos a la Cláusula de Precios Altos. La demanda reformada subraya que la información 

proporcionada por Chevron a los auditores no refleja la realidad y desafía la exactitud de la 

aplicación de la cláusula acordada. Por otro lado, Petrosantander, ajeno a este litigio pero con 

intereses en la producción del área, ha solicitado auditorías para esclarecer tanto la producción 

como los sistemas de facturación de Chevron y Ecopetrol, encontrando discrepancias y 

reclamando una revisión de los pagos de royalties, lo que indica una inquietud más amplia sobre 

la integridad y la transparencia en la gestión financiera del Contrato de Asociación Guajira Área 

A. 

Ecopetrol ve en el acuerdo firmado con Chevron y Petrosantander un compromiso claro 

respecto al cálculo y pago de regalías, pero al revisar la aplicación de la Cláusula de Precios 

Altos por parte de Chevron, identifica discrepancias que afectan la liquidación adecuada. 

Ecopetrol descubre que Chevron al calcular los mayores ingresos incluye las compras de gas a 

Ecopetrol en el numerador y el total del volumen vendido en el denominador, lo cual, según 

Ecopetrol, tergiversa el precio real. Las múltiples comunicaciones y mesas de trabajo entre 

Ecopetrol y Chevron, destinadas a modificar el Documento Operativo, reflejan los esfuerzos de 

Ecopetrol por alinear la interpretación y aplicación de los términos contractuales con lo acordado 
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en el Otrosí No. 3. Esta situación revela un conflicto subyacente donde Ecopetrol siente que 

Chevron ha manejado las estipulaciones del acuerdo a su favor y en detrimento de los intereses 

acordados inicialmente.  

Además de lo mencionado, la parte demandante, en su esfuerzo por lograr resolución y 

claridad jurídica, solicita mediante la demanda reformada que se realice el reconocimiento formal 

de varias declaraciones concernientes a la naturaleza jurídica y económica de Ecopetrol, así como 

la validez de los contratos celebrados con Chevron. Se busca, en primer lugar, reafirmar la 

identidad de Ecopetrol como una entidad de economía mixta de carácter comercial, que está 

adscrita al Ministerio de Minas y Energía y compuesta mayoritariamente por capital estatal. 

Adicionalmente, se persigue la ratificación legal de los diferentes acuerdos de 

modificación, denominados Otrosíes, que Ecopetrol ha suscrito con la compañía conocida 

actualmente como Chevron Petroleum Company. Se pone especial interés en el Otrosí No. 3, que 

detalla la distribución equitativa de las ganancias generadas por los altos precios del gas. Al pedir 

dichas declaraciones, el demandante no solo pretende fortalecer su posición y comprender su 

contexto contractual y legal con Chevron, sino también garantizar que los términos acordados 

sean reconocidos y ejecutados de acuerdo con lo convenido. Esto refleja la diligencia de la 

demandante por salvaguardar sus intereses y los del Estado en la interpretación y puesta en 

práctica de acuerdos fundamentales dentro del sector energético colombiano. 

3.3.2 Consorcio CB&I contra Reficar S.A.S. Subordinada de Ecopetrol S.A. (2023)  
 

En la reflexión de los hechos, elementos y solución del laudo arbitral del caso entre 

Consorcio CB&I y Reficar, se aprecia un complejo escenario contractual y de ejecución de un 

proyecto de infraestructura significativo. Los hechos revelan un contrato inicial firmado en 2009 

que sufrió modificaciones sustanciales en su alcance en 2010, lo que probablemente alteró las 

proyecciones originales de costo y tiempo. La culminación de este proyecto no solo se retrasó 

sustancialmente, sino que su costo se disparó a más del doble del presupuesto inicial, lo que llevó 

a la contraloría a iniciar procedimientos administrativos por presuntas irregularidades en la 

gestión de Reficar y sus contratistas. 

Los elementos centrales de este laudo incluyen el sobreprecio excesivo en los costos de 

construcción, la baja productividad y la falta de medidas preventivas y correctivas que debieron 
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ser adoptadas. Además, se señalan irregularidades en la gestión de seguros de cumplimiento, 

poniendo en cuestión la planificación y control de riesgos del proyecto. 

El fallo emitido por el Tribunal Arbitral Internacional con sede en Nueva York bajo los 

auspicios de la Cámara de Comercio Internacional, que ordena a CB&I pagar la suma de $1.000 

millones de dólares a Reficar, resalta la responsabilidad del contratista en la sobrecarga de costos 

y en los perjuicios causados al proyecto. Esta decisión subraya la importancia de la adherencia a 

los términos contractuales, la gestión competente de proyectos de gran escala y la obligación de 

rendir cuentas en escenarios donde los recursos financieros resultan significativamente 

comprometidos.  

El laudo arbitral, que podría estar abierto a correcciones y aclaraciones, dictamina además 

que CB&I debe pagar intereses acumulados desde el 31 de diciembre de 2015. Esto pone de 

relieve la responsabilidad financiera extendida que trasciende el monto principal adeudado. La 

participación de árbitros internacionales con experiencia en litigios relacionados con la 

construcción e infraestructura otorga un grado de especialización y respalda la confianza en la 

imparcialidad y habilidad del tribunal arbitral para resolver el conflicto.  

En última instancia, este caso resalta la complejidad inherente a los proyectos de 

infraestructura de gran escala, la necesidad de una supervisión contractual meticulosa y la 

importancia de la resolución de disputas a través de medios alternativos como el arbitraje 

internacional, proporcionando un mecanismo para resolver disputas transfronterizas de manera 

efectiva. 

3.3.3 Reflexión  
 

3.3.3.1 Afirmación de la Naturaleza Jurídica 
 

La definición de la naturaleza jurídica de Ecopetrol como una sociedad de economía 

mixta es esencial para comprender su posición y su capacidad para operar dentro del marco legal 

y económico de Colombia. Esta clarificación es crucial para determinar la autoridad y los límites 

dentro de los cuales Ecopetrol está habilitada para firmar contratos y desempeñarse en el 

mercado. Constituye un factor crítico que influye en la confianza de los inversores, la gobernanza 

corporativa y la transparencia de la entidad.  
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3.3.3.2 Validez y Reconocimiento de Contratos 
 

La ratificación de la validez de los contratos originales y de sus modificaciones 

posteriores es crucial para proporcionar seguridad jurídica a las transacciones comerciales. Los 

"Otrosíes", que actúan como enmiendas contractuales, requieren ser explícitos y estar 

sólidamente argumentados para garantizar que ambas partes comprendan completamente sus 

respectivas obligaciones y derechos. De especial relevancia es el Otrosí No. 3, que aborda la 

repartición de beneficios generados por los precios elevados del gas, debido a su significativo 

impacto económico. La definición precisa y la observancia de estos términos son fundamentales 

para la estabilidad financiera y la continuidad operacional del acuerdo entre Ecopetrol y Chevron.  

3.3.3.3 Protección de Intereses Nacionales 
 

La acción legal enfatiza el compromiso de Ecopetrol en salvaguardar sus intereses y, por 

ende, los del Estado. Esta situación refleja la naturaleza bicéfala de su cometido: Ecopetrol tiene 

el deber de ser rentable y competitiva en el mercado, al tiempo que debe garantizar que la 

explotación de los recursos naturales del país y los réditos económicos que de esta se obtienen 

redunden en beneficio del desarrollo nacional. Lograr tal balance es frecuentemente complejo y 

exige una administración meticulosa junto con una toma de decisiones estratégica. 

3.3.3.4 Interpretación y Aplicación de Acuerdos Clave 
 

La interpretación y aplicación de acuerdos clave, especialmente en una industria tan 

dinámica y fluctuante como la energética, es un desafío constante. Los precios de los recursos 

energéticos son volátiles y pueden tener un impacto significativo en las economías nacionales. 

Por tanto, es fundamental que los contratos y acuerdos reflejen esta dinámica y permitan una 

distribución equitativa de los riesgos y beneficios. 

3.3.3.5 Impacto en la Industria Energética Colombiana 
 

La resolución de esta demanda tiene el potencial de sentar precedentes importantes en la 

industria energética colombiana. Puede influir en cómo se redactan y se interpretan los contratos 

futuros, cómo se manejan las disputas contractuales y cómo se protegen los intereses nacionales 

en asociaciones con entidades privadas internacionales. 



24 
 

3.4 Identificación de las Fortalezas y Debilidades del uso de la Cláusula Compromisoria 

en Colombia y Proposición de Recomendaciones para Incrementar su Eficacia 
 

La cláusula compromisoria en Colombia trae consigo una serie de fortalezas que la hacen 

atractiva para la resolución de disputas, particularmente en el ámbito comercial y energético. La 

neutralidad y especialización que el arbitraje provee son de gran valor, ya que los árbitros 

seleccionados suelen ser expertos en sus campos, lo que garantiza un nivel de comprensión y 

análisis que puede no estar disponible en el sistema judicial ordinario. Además, la eficiencia 

procesal es un punto fuerte, con procedimientos que tienden a ser más ágiles que los litigios 

tradicionales, proporcionando una resolución más rápida y oportuna para las partes. La 

confidencialidad es otra característica que favorece el uso de la cláusula compromisoria, 

protegiendo la información sensible y la reputación de las empresas involucradas (Lew et al., 

2003).  

Sin embargo, existen debilidades que deben ser abordadas para incrementar la eficacia de 

este mecanismo. El costo de los procedimientos arbitrales puede ser prohibitivo, lo que pone en 

desventaja a las partes con menos recursos. La percepción de parcialidad también puede ser una 

preocupación, especialmente si el proceso de selección de árbitros no se percibe como equitativo. 

Además, la ejecución de los laudos puede encontrarse con obstáculos, particularmente si no se 

dispone de activos en la jurisdicción correspondiente o si las leyes locales son restrictivas 

(Schreuer, 2005).  

Para mejorar la eficiencia de la cláusula compromisoria en Colombia, es necesario tomar 

en cuenta diversas recomendaciones. Perfeccionar el marco jurídico que la regula contribuirá a su 

aplicación y ejecución efectiva. La formación y concienciación sobre los beneficios y 

restricciones del arbitraje son fundamentales, tanto para abogados como para empresarios. 

Implementar una estructura tarifaria equitativa hará que el arbitraje sea asequible para entidades 

de cualquier envergadura. Además, es vital que se implementen procedimientos transparentes y 

equitativos para la elección de árbitros, lo cual incrementará la confianza en su imparcialidad y 

habilidad. 
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También sería beneficioso incorporar mecanismos de apelación para situaciones en las 

que el arbitraje resulte manifiestamente injusto o errado, sin perjudicar la celeridad que 

caracteriza al arbitraje. A nivel internacional, la ratificación y observancia de tratados como el 

Convenio de Nueva York promoverán el reconocimiento y la ejecución de laudos arbitrales 

internacionales en Colombia, mejorando la reputación del país en el ámbito del comercio global. 

(Born, 2009) 

De modo que, mientras que la cláusula compromisoria en Colombia tiene fortalezas 

significativas, se requiere de un esfuerzo concertado para superar sus debilidades y hacer del 

arbitraje una herramienta aún más robusta y efectiva para la resolución de disputas. 

4. Discusión  
 

El análisis de los hallazgos de esta investigación arroja luz sobre elementos clave 

relacionados con el empleo de la cláusula compromisoria en la contratación pública en Colombia. 

Al cotejar las leyes y fallos judiciales colombianos con patrones internacionales, se nota que, 

pese a los esfuerzos de Colombia por sincronizar sus procedimientos con las corrientes 

mundiales, persisten discrepancias que pueden comprometer la efectividad del arbitraje. La 

investigación subraya que, aunque la normativa colombiana acepta la validez y mandatoriedad de 

la cláusula compromisoria, en la práctica, los obstáculos en la implementación de los laudos 

arbitrales y la sensación de sesgo en ciertos casos socavan la confianza en este sistema de 

solución de controversias.  

Al analizar los casos de Ecopetrol, se percibe que el arbitraje ha contribuido a una 

resolución más ágil de disputas en comparación con el sistema de justicia ordinario. Sin embargo, 

la rapidez de los procedimientos varía y está influenciada por múltiples factores, como la 

complejidad del caso y la carga de trabajo de los árbitros designados. Este hallazgo es coherente 

con la literatura existente que sugiere que el arbitraje puede ser más eficiente que el litigio en los 

tribunales, pero no es inmune a los retrasos.  

En el contexto colombiano, se identifican fortalezas en la utilización de la cláusula 

compromisoria, tales como la posibilidad de elegir expertos en el tema en disputa y la 

confidencialidad que ofrece el proceso arbitral. No obstante, también se detectan debilidades 

significativas. Entre estas, el costo del arbitraje emerge como una barrera considerable, 
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especialmente para las entidades estatales con presupuestos limitados o en casos donde la 

desigualdad de recursos entre las partes puede influir en la equidad del proceso. 

A la luz de estos hallazgos, se aconseja el desarrollo de un marco legal más sólido y 

preciso que asegure la implementación de los laudos arbitrales y reduzca la posibilidad de 

anulación arbitraria. Es esencial que se adopten procedimientos transparentes y justos en la 

selección de los árbitros para reforzar la confianza en su neutralidad. Además, se propone la 

creación de programas de formación destinados a enriquecer los conocimientos y competencias 

de todos los participantes en el proceso de arbitraje.  

Con el objetivo de potenciar el vigor de la cláusula compromisoria, se sugiere una 

revisión de los costos vinculados al proceso arbitral para hacerlo más accesible a los interesados. 

También sería conveniente la instauración de sistemas de revisión o apelación capaces de 

rectificar eventuales fallos judiciales, manteniendo al mismo tiempo el carácter final y vinculante 

del arbitraje.  

Estas sugerencias tienen el potencial de mejorar significativamente el marco de la 

contratación pública en Colombia y enriquecer la imagen del arbitraje como un recurso eficaz y 

equitativo para la solución de conflictos. La metodología empleada en la investigación garantiza 

que dichas recomendaciones se fundamenten en un escrutinio exhaustivo y meticuloso de la 

información, lo que fortalece su solidez y aplicabilidad. Se aspira a que estas contribuyan de 

manera positiva al diálogo tanto académico como práctico, y que sirvan de pilar para el 

perfeccionamiento constante en la administración de contratos gubernamentales y el manejo de 

litigios en la nación.  

5. Conclusiones  
 

El marco jurídico en Colombia, representado por el artículo 117 del Decreto 1818 de 

1998, ofrece una base sólida para el establecimiento del pacto arbitral, dando a las partes en un 

contrato estatal la opción de someter sus disputas a un arbitraje privado. Este enfoque se alinea 

con prácticas internacionales, donde el arbitraje es ampliamente reconocido como un medio 

efectivo para resolver conflictos, especialmente en el ámbito contractual. La cláusula 

compromisoria, en particular, se presenta como una herramienta proactiva que fomenta la 

previsión y la seguridad jurídica, principios igualmente valorados en el contexto internacional. 
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El reconocimiento de la cláusula compromisoria y el compromiso arbitral por parte de la 

jurisprudencia colombiana, incluyendo los fallos del Consejo de Estado, valida la importancia del 

pacto arbitral dentro del sistema legal del país. Este reconocimiento no solo afirma la legalidad 

del pacto arbitral, sino que también garantiza su eficacia práctica. La jurisprudencia ha jugado un 

papel crucial en definir los contornos del arbitraje, asegurando que se aplique de manera que sea 

coherente con los principios legales colombianos y, al mismo tiempo, respetando los estándares 

internacionales. 

La formalización del pacto arbitral, especialmente en los contratos estatales, es un 

requisito crucial que refleja la seriedad y la solemnidad con la que el sistema jurídico colombiano 

trata los acuerdos de arbitraje. La necesidad de documentación escrita y precisa para estos pactos, 

como lo estipulan los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993, subraya la atención al detalle y la 

formalidad que caracteriza la contratación estatal, mostrando una paralela con los requisitos de 

formalización en la práctica internacional. 

La normativa colombiana, a través de la Ley 1563 de 2012, en conjunto con los principios 

establecidos en la Constitución y los lineamientos de la Ley 446 de 1998, establece un marco 

legal exhaustivo que respalda el empleo de acuerdos arbitrales, incluidos los compromisos 

arbitrales, para la solución de controversias. Este conjunto de reglamentaciones no solo reafirma 

el reconocimiento del arbitraje dentro del país, sino que también refleja un esfuerzo por alinearse 

con prácticas internacionales que promueven la gestión de disputas mediante vías alternativas y 

especializadas.  

El estudio detallado de las leyes y fallos judiciales en Colombia indica una clara intención 

de garantizar que el manejo de la cláusula compromisoria en contratos gubernamentales se alinee 

con las prácticas internacionales reconocidas. La comparación minuciosa entre el marco legal 

colombiano y los estándares internacionales subraya el empeño de Colombia por lograr una 

incorporación armónica y efectiva de sus métodos de arbitraje en la esfera internacional, 

fortaleciendo de esta manera su papel en el comercio y la inversión a nivel mundial.  

La investigación realizada para examinar en profundidad el uso y el impacto de la 

cláusula compromisoria en la solución de controversias en el sector público colombiano se ha 

identificado como un proceso minucioso y esclarecedor. Se efectuó un análisis comparativo entre 

la legislación y jurisprudencia de Colombia frente a los estándares y prácticas internacionales. 
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Dicha comparación ha revelado tanto coincidencias como desviaciones importantes, 

proporcionando una evaluación crítica que permite entender la posición de Colombia en el 

panorama internacional del arbitraje.  

La revisión de casos representativos de Ecopetrol entre 2020 y 2023 se destacó como un 

componente esencial de la investigación, proporcionando insights sobre la rapidez y efectividad 

de los procesos arbitrales. Estos casos sirvieron como un barómetro para medir el éxito de la 

cláusula compromisoria y su impacto en la resolución efectiva de litigios en el sector energético. 

El examen crítico de los aspectos positivos y negativos en la implementación de la 

cláusula compromisoria ha aportado claridad significativa. El proceso de identificar áreas 

susceptibles de mejora y aquellas que representan puntos fuertes ha sido clave para desarrollar 

recomendaciones estratégicas orientadas a incrementar la eficiencia de dicha cláusula. Esta etapa 

del análisis ha sido esencial para discernir cómo puede perfeccionarse y adecuarse el marco legal 

y procedimental en beneficio de todas las partes concernientes y del sistema de justicia en 

general.  

Reflexionando sobre el trabajo realizado, se hace patente que el abordaje sistemático 

empleado ha cimentado una base sólida para la creación de directrices que pueden contribuir 

significativamente a la evolución constante del sistema de solución de controversias en 

Colombia. Las enseñanzas extraídas y las recomendaciones propuestas a partir de este análisis 

señalan un rumbo para la mejora de los procedimientos arbitrales y para fortalecer la percepción 

del arbitraje como un mecanismo equitativo y efectivo, tanto a nivel local como internacional. El 

estudio ha evidenciado que, a través de la investigación y el análisis crítico, se puede progresar 

hacia un sistema más firme y congruente con las prácticas ejemplares globales.  
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